SENTENCIA TUTELA 2ª INSTANCIA  N° 080
RADICACIÓN: 660013109006201900065-01
ACCIONANTE: MARIANA JIMÉNEZ ASCANIO
CONFIRMA

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
DERECHO A LA EDUCACIÓN / DESEMBOLSO DE CRÉDITO POR PARTE DEL ICETEX / PRINCIPIO DE SUBSIDIARIEDAD / IMPROCEDENCIA DE LA TUTELA PARA RESOLVER  CONFLICTOS DE CARÁCTER ECONÓMICO.
Frente a las pretensiones que hace la accionante debe reiterarse que en principio la tutela no procede cuando existan otros recursos o medios de defensa judiciales, salvo que se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable, caso en el cual se debe demostrar la premura de la situación y la importancia del auxilio constitucional; es decir, que no puede utilizarse como forma de evadir los procesos ordinarios o especiales contemplados de manera general por la ley. (…)
Así mismo ha sido enfática la jurisprudencia constitucional en señalar que este mecanismo es improcedente cuando se trata de dirimir asuntos de índole económica. Al respecto se dijo: 

“La Corte Constitucional ha entendido como regla general, que el único objeto de la acción de tutela es la protección efectiva, inmediata y subsidiaria de los derechos fundamentales. De esta manera, se ha entendido que el presente mecanismo es improcedente para dirimir conflictos de naturaleza económica que no tengan trascendencia iusfundamental, pues la finalidad del amparo constitucional es servir de instrumento de salvaguarda iusfundamental, más no como mecanismo encaminado a resolver controversias de estirpe contractual y económico, por cuanto para esta clase de contiendas, existen en el ordenamiento jurídico las respectivas acciones y recursos judiciales previstos por fuera de la jurisdicción constitucional”. (…)
De la información suministrada por la accionante, y a pesar de que discute la afectación de sus derechos fundamentales a la educación y al debido proceso, se desprende que la situación que motiva la interposición de la acción constitucional en contra del ICETEX, es de naturaleza estrictamente económica, y se debe considerar así por cuanto lo que se pretende es el desembolso de unos dineros producto de un crédito educativo con el fin de solventar el costo de la matrícula correspondiente al período académico 2019-1.
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                                             RAMA JUDICIAL 

    TRIBUNAL SUPERIOR DE PEREIRA
          SALA de decisión PENAL
                Magistrado Ponente 
     JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Pereira, catorce (14) de agosto de dos mil diecinueve (2019)
                                                                   Acta de Aprobación No 716
                                                   Hora: 8:00 a.m.
1.- VISTOS

Procede la Sala por medio de este proveído a desatar la impugnación interpuesta por la joven MARIANA JIMÉNEZ ASCANIO, contra la sentencia proferida por el Juzgado Sexto Penal del Circuito de Pereira (Rda.), con ocasión de la acción de tutela instaurada en contra del INSTITUTO COLOMBIANO DE CRÉDITO EDUCATIVO Y ESTUDIOS TÉCNICOS EN EL EXTERIOR -en adelante ICETEX-.

2.- SOLICITUD 
Lo sustancial de los hechos que plantea en el escrito de tutela la accionante se puede concretar así: (i) inició estudios universitarios desde comienzos del año 2013 en la facultad de medicina de la Fundación Autónoma de las Américas en la ciudad de Pereira; (ii) ante la carencia de medios económicos y con el fin de evitar la interrupción de sus estudios, solicitó al ICETEX crédito educativo en la línea de pregrado, el cual fue aprobado; (iii) la entidad desembolsó la matrícula para el semestre I  del año 2019 y pudo cursar dicho semestre; (iv) en el mes de abril de 2019 la Fundación Autónoma de las Américas le informó que el ICETEX no ha realizado el desembolso, motivo por el cual se generaría un bloqueo para continuar el segundo semestre del año 2019; y (v) por medio de derecho de petición le solicitó al ICETEX el desembolso oportuno ante la universidad, pero la entidad con evasivas ha obstaculizado el proceso para poder continuar en el programa de medicina.
Solicita la protección de sus derechos fundamentales al debido proceso y a la educación, y como consecuencia de lo anterior, se ordene al ICETEX realizar de manera inmediata los trámites pertinentes para materializar el desembolso del crédito educativo que le fue aprobado en el mes de enero de 2019, e igualmente se disponga que la FUNDACIÓN AUTÓNOMA DE LAS AMÉRICAS una vez se desembolse el crédito educativo del primer semestre del año 2019 proceda a autorizar la matrícula para el segundo semestre del año que avanza.

Posteriormente la accionante adicionó el escrito de la acción de tutela y expresó que por tratarse de una persona desplazada y víctima del conflicto armado tiene derecho a otro tipo de beneficios educativos. Anexó certificación de la Unidad de Víctimas.

3.- TRÁMITE Y FALLO 
3.1.- La demanda la presentó la accionante en el Distrito Judicial de Manizales, y correspondió por reparto inicialmente al Juzgado Cuarto de Familia del Circuito de esa capital, el cual remitió la acción por competencia a los juzgados de categoría de Circuito de la ciudad de Pereira. Sometida nuevamente a reparo le fue asignada al Juzgado Sexto Penal del Circuito de esta ciudad, despacho que admitió la tutela, vinculó al ICETEX y a la FUNDACIÓN UNIVERSITARIA AUTÓNOMA DE LAS AMÉRICAS, y corrió traslado a dichas entidades, quienes al respecto así se pronunciaron:
- El Jefe de Oficina Asesora Jurídica del ICETEX manifestó lo siguiente: (i) el estado actual del crédito es cobro pre jurídico para el período 2019-2; (ii) al validar los aplicativos de la entidad, no se evidencia proceso de renovación, ni proceso de actualización de datos por parte de la estudiante; (iii) no es procedente el desembolso de matrícula para el período 2019-1, por cuanto al cierre de calendario académico el crédito finalizó con el estado de cobro pre jurídico; (iv) no existe acción y omisión tendiente a vulnerar derechos fundamentales de la accionante, en razón a que el ICETEX ha cumplido con el reglamento interno, y el incumplimiento se presentó fue por parte de la accionante quien no ha realizado los pagos de manera oportuna y no hizo renovación del crédito; y (v) solicita se deniegue la acción de tutela, se declare un hecho superado y se desvincule al ICETEX de la acción de tutela.

- La apoderada Judicial de la FUNDACIÓN UNIVERSITARIA AUTÓNOMA DE LAS AMÉRICAS informó que a la fecha la estudiante está bloqueada en el sistema por un cobro administrativo, lo cual no le permite a la universidad realizar la renovación del crédito de dicha estudiante. 
La Universidad ha cumplido a cabalidad con otorgar el derecho a la educación hasta donde ha sido posible, pero el incumplimiento que se ha presentado es por parte del ICETEX como entidad encargada de velar por los derechos fundamentales de MARIANA JIMÉNEZ.
- La Procuradora Judicial Penal I-231 emitió concepto a favor de la accionante, y solicitó se declare procedente la acción de tutela, toda vez que el crédito ya había sido aprobado y el ICETEX omitió perfeccionar el desembolso, pese a que la ciudadana se puso al día en sus pagos
- El juez de primer grado requirió al ICETEX para que informara cuál era la fecha límite de pago que tenía la accionante, a partir de cuándo se constituyó en mora, cuál era la fecha para realizar la renovación del crédito y en qué fecha lo hizo. Al respecto la entidad informó que la fecha límite para el pago de la cuota del crédito era los días 15 de cada mes, pero la estudiante realizaba el pago en fechas posteriores, y la renovación tenía como fecha límite el 7 de febrero de 2019 y hasta el 21 de febrero de 2019, pero no se evidencia proceso de renovación.

3.2.- Agotado el trámite a seguir en fallo de julio 16 2019 y dentro del término constitucional, el a quo negó la protección de los derechos fundamentales a la educación, dignidad humana, igualdad y debido proceso que fueron invocados por la señora MARIANA JIMÉNEZ ASCANIO.

Para llegar a la anterior determinación consideró que si bien es cierto la accionante merece un trato especial, en atención a su condición de víctima de la violencia, no es menos cierto que todas las personas que acudieron y acuden a la renovación del crédito educativo ante el ICETEX, lo hacen bajo las mismas condiciones de la joven MARIANA JIMÉNEZ; por tanto, no se puede acreditar la afectación del derecho fundamental a la igualdad, por cuanto la actuación de la entidad accionada de no desembolsar el crédito educativo no evidencia ninguna medida discriminatoria, como quiera que la estudiante no realizó la renovación.

4.- IMPUGNACIÓN

La accionante se muestra inconforme con la decisión adoptada, y señala que no se hizo una valoración integral de las pruebas recaudadas en el trámite. Aduce que no se aplicó la presunción de veracidad del artículo 20 del Decreto 2591 de 1991, y que el despacho pudo haberla escuchado en declaración juramentada pero no lo hizo.
El juzgado dio por cierto que la negativa al desembolso del crédito para el período 2019-1 obedeció a la no renovación del mismo, sin embargo, desconoció que los datos brindados por el ICETEX no son fidedignos y no corresponden a la realidad, habida cuenta el desorden administrativo y tecnológico de la entidad que generó un caos en la plataforma.
No es cierto la supuesta mora, pues no todos los meses había retraso en el pago. Cuando se enteró de la mora procedió con el pago de todo el dinero que exigió el ICETEX.

Los trámites de renovación, actualización y pago no aparecen en los aplicativos de la entidad. Realizó la actualización de los datos y se encuentra a paz y salvo, y lo que ocurrió fue por negligencia del ICETEX.
Si bien adquirió otro crédito para no quedarse por fuera de la universidad en el próximo período, el ICETEX si debe realizar el desembolso. 
El juez no aplicó el principio de confianza legítima, por cuanto el crédito ya se encontraba autorizado y aun así la entidad accionada no desembolso el mismo.

Solicita que se revoque la sentencia de primera instancia, y en su lugar se autorice y corrija sus datos en la plataforma o aplicativos del ICETEX, con el fin de superar los errores de la entidad, al igual que se deje sin efectos las sanciones administrativas que se tomaron en su contra, con el fin de que se lleve a cabo el desembolso del crédito período 2019-1. Igualmente se ordene a la Universidad proceda de manera inmediata a efectuar el trámite de renovación del crédito, y ampliar el plazo para la matrícula del período 2019-02

5.- POSICIÓN DE LA SALA

Se tiene competencia para decidir la impugnación incoada contra el fallo dictado por el Juzgado Cuarto de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira (Rda.), de acuerdo con las facultades conferidas en los artículos 86 y 116 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591/91 y 1º del Decreto 1382/00, modificado por los Decretos 2591/91 y 1983 de 2017.

5.1.- Problema jurídico planteado
Corresponde al Tribunal establecer el grado de acierto o desacierto contenido en la sentencia impugnada, en cuanto negó el amparo de los derechos fundamentales reclamados por MARIANA JIMÉNEZ. De conformidad con el resultado, se procederá a tomar la determinación pertinente, ya sea convalidando la decisión, revocándola o modificándola.

5.2.- Solución a la controversia
La acción de tutela ha sido por excelencia el mecanismo más expedito en materia de protección de derechos fundamentales, gracias a ella el Estado Colombiano logró optimizarlos y hacerlos valer a todos los ciudadanos sin discriminación alguna. 

En este caso la joven MARIANA JIMÉNEZ concurre ante el juez constitucional con el fin de lograr la protección de sus derechos fundamentales a la educación, dignidad humana, igualdad y debido proceso, toda vez que considera que la decisión del ICETEX de no desembolsar a la Universidad los dineros correspondientes al valor de la matrícula del período académico 2019-1, pone en riesgo la posibilidad de continuar con sus estudios superiores. El ICETEX informó que no se desembolsaron los dineros por cuanto no hubo renovación del crédito para el período 2019-1, y no se evidenció proceso de actualización de datos de la estudiante para el período 2019-2.
El juez de primer nivel expuso que la acción de tutela era procedente, en atención a que se trata de una persona de especial protección constitucional –víctima de la violencia-, pero negó el amparo de los derechos fundamentales deprecados por la accionante, al considerar que no hubo ninguna irregularidad por parte del ICETEX, como quiera que su actuar se ajustó a los procedimientos de la entidad, y si el dinero no se desembolsó fue ante la no renovación y actualización de datos por parte de la accionante. La joven MARIANA JIMÉNEZ se muestra inconforme y asevera que todo el problema se suscitó ante la negligencia de la entidad, toda vez que se presentaron problemas en la plataforma digital del ICETEX. 

Ante el primer reparo de la accionante en el recurso de impugnación, cuando señala que el juez de primera instancia no dio aplicación al artículo 20 del Decreto 2591/91 -presunción de veracidad cuando el informe no fuere rendido dentro del plazo correspondiente por parte de la entidad accionada-, debe decirse que dicha figura no es aplicable en este asunto, pues olvida la joven MARIANA JIMÉNEZ que el ICETEX si se pronunció con el traslado de la demanda, e incluso atendió el requerimiento posterior del despacho cuando le solicitó información acerca de las fechas que había dispuesto la entidad para la renovación del crédito y actualización de datos.
Frente a las pretensiones que hace la accionante debe reiterarse que en principio la tutela no procede cuando existan otros recursos o medios de defensa judiciales, salvo que se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable, caso en el cual se debe demostrar la premura de la situación y la importancia del auxilio constitucional; es decir, que no puede utilizarse como forma de evadir los procesos ordinarios o especiales contemplados de manera general por la ley.

Sobre el particular, en la sentencia T-313/05 la H. Corte Constitucional plasmó lo siguiente: 

“[…] La acción de tutela es un mecanismo de protección de derechos fundamentales cuyas características y condiciones son definidas por la misma Carta Política. Dentro de estos requisitos se encuentran la subsidiariedad y la inmediatez. 

El primero está relacionado con la necesidad que en cada caso concreto se acredite que el afectado no cuenta con otro mecanismo de protección de sus derechos o que, en razón a la inminencia de un perjuicio irremediable, dicho instrumento pierde su idoneidad para garantizar la eficacia de los postulados constitucionales, caso en el cual la Carta prevé la procedencia excepcional y transitoria.
 

El fundamento constitucional de la subsidiariedad, bajo esta perspectiva, consiste en impedir que la acción de tutela, que tiene un campo restrictivo de aplicación, se convierta en un mecanismo principal de protección de los derechos fundamentales.  En efecto, la Constitución y la ley estipulan un dispositivo complejo de competencias y procesos judiciales que tienen como objetivo común garantizar el ejercicio pleno de los derechos constitucionales, en consonancia con el cumplimiento de los demás fines del Estado previstos en el artículo 2 Superior.  Por tanto, una comprensión ampliada de la acción de tutela, que desconozca el requisito de subsidiariedad, vacía el contenido de las mencionadas competencias y, en consecuencia, es contraria a las disposiciones de la Carta Política que regulan los instrumentos de protección de los derechos dispuestos al interior de cada una de las jurisdicciones.”

Así mismo ha sido enfática la jurisprudencia constitucional en señalar que este mecanismo es improcedente cuando se trata de dirimir asuntos de índole económica. Al respecto se dijo: 

“La Corte Constitucional ha entendido como regla general, que el único objeto de la acción de tutela es la protección efectiva, inmediata y subsidiaria de los derechos fundamentales. De esta manera, se ha entendido que el presente mecanismo es improcedente para dirimir conflictos de naturaleza económica que no tengan trascendencia iusfundamental, pues la finalidad del amparo constitucional es servir de instrumento de salvaguarda iusfundamental, más no como mecanismo encaminado a resolver controversias de estirpe contractual y económico, por cuanto para esta clase de contiendas, existen en el ordenamiento jurídico las respectivas acciones y recursos judiciales previstos por fuera de la jurisdicción constitucional. Los únicos casos en que excepcionalmente la acción de tutela pueda llegar a desatar pretensiones y conflictos de tipo económico o contractual, es porque consecuencialmente concurre la defensa de una garantía fundamental, de manera que, para lograr su efectiva protección, el juez de tutela debe definir aquellas controversias”. 

De la información suministrada por la accionante, y a pesar de que discute la afectación de sus derechos fundamentales a la educación y al debido proceso, se desprende que la situación que motiva la interposición de la acción constitucional en contra del ICETEX, es de naturaleza estrictamente económica, y se debe considerar así por cuanto lo que se pretende es el desembolso de unos dineros producto de un crédito educativo con el fin de solventar el costo de la matrícula correspondiente al período académico 2019-1.
El juez de primer grado consideró que la acción de tutela si es procedente en atención a que se trata de una persona víctima de la violencia, y ante esa vulnerabilidad el requisito de procedibilidad debe ser más flexible. Argumento que comparte esta Sala toda vez que la accionante acreditó dicha condición y advirtió igualmente la precaria situación económica que la rodea y que la obligó a acudir a un crédito con el ICETEX con el fin de poder acceder a los estudios superiores. Y, en cuanto a la negación de los derechos fundamentales que se reclaman, le asiste igualmente razón al a quo cuando expresa que no se vislumbra afectación concreta de ninguno de ellos. Veamos:
Si bien la joven MARIANA JIMÉNEZ indica que se presentó un caos en la plataforma de la entidad y que como consecuencia de esa irregularidad no se llevó a cabo el desembolso del dinero a la Universidad por parte del ICETEX, esa afirmación no puede tenerse como cierta, por cuanto la misma entidad le manifestó al juez de primer nivel en qué fechas se debía llevar a cabo la renovación del crédito y actualización de datos -del 07 hasta el 21 de febrero de 2019-, y bajo el principio de la buena fe debe aceptarse que fue así, en cuanto no existe ningún dato atendible que demuestre lo contrario. 
Ahora, si en gracia de discusión existió un problema en la plataforma como lo señala la tutelante, surge entonces el siguiente interrogante: ¿el problema técnico en la plataforma de la entidad se presentó durante los quince días que estuvo habilitada?, porque de ser afirmativa la respuesta, sería aceptar que dicha aplicación nunca estuvo disponible en la página web, y de haber sido así el problema no solo fue para la señora MARIANA JIMÉNEZ sino también para todas aquellas personas que dependían del desembolso de un crédito para ese mismo semestre -2019-1-. Sin embargo, no se demostró que hubiera sido de esa manera. En todo caso, si la no renovación del crédito y actualización de datos no se llevó a cabo por parte de la accionante como consecuencia de irregularidades en la plataforma del ICETEX: ¿por qué razón no se presentó un caso similar con el cual se demostrara que efectivamente existió ese problema técnico en la plataforma y que ese fue el motivo por el cual no se pudo cumplir la obligación exigida por la entidad a cargo del crédito educativo? Como se observa, no se le puede endilgar al ICETEX negligencia o desidia en su obrar, como quiera que ha justificado la razón por la cual no realizó el desembolso de la matrícula a la Fundación Universitaria Autónoma de las Américas. 
Asevera la accionante que el juez no dijo nada en relación con el principio de confianza legítima, pero revisado con detenimiento el fallo se aprecia que el Juez Sexto Penal del Circuito si se pronunció en cuanto a ese tema, y señaló que dicho principio: “es una consecuencia de la buena fe, y consiste en que la administración pública no puede repentinamente alterar las reglas de juego que regulaban sus relaciones con los particulares, sin haberles otorgado un período de transición para que se ajusten a una nueva situación jurídica”, y en el caso concreto argumentó: “Acorde con lo anterior, observa el Despacho que ni en el plano fáctico o el jurídico existe un trato desigual, en efecto el parámetro normativo a aplicar entre iguales (en este caso los estudiantes) era el mismo, lo que implica que todos se sometieron a idénticos criterios de renovación del crédito educativo para dicho período […]”. Ahora, no puede en este asunto aceptarse que se violó el principio de confianza legítima, cuando por parte de la accionante existía una carga de brindar la información al ICETEX con el fin de que la entidad procediera al desembolso del dinero a la Universidad, situación que no ocurrió por parte de la estudiante, quien asevera que si se hizo pero al parecer extemporáneamente, y ese hecho como tal no puede ser corregido por el juez de tutela. 
Por último, debe decirse que los elementos que fueron aportados con la demanda eran suficientes para emitir un pronunciamiento de fondo, por tal motivo, es equivocado cuando la accionante señala que el juez omitió tomarle declaración juramentada, por cuanto esa facultad oficiosa del juez no era necesaria hacerla efectiva en este asunto.
En esos términos, la Corporación acompañará la sentencia dictada por el funcionario de primer nivel.

6.- DECISIÓN 

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala Penal, administrando justicia en nombre de la República y por mandato de la Constitución y la ley,  

FALLA

PRIMERO: SE CONFIRMA la sentencia de tutela proferida por el Juzgado Sexto Penal del Circuito de Pereira  (Rda.). 

SEGUNDO: Por secretaría se remitirá el expediente a la H. Corte Constitucional para su eventual revisión.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Los Magistrados,


JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
      JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

MANUEL YARZAGARAY BANDERA
� En relación con la subsidiariedad de la acción de tutela pueden consultarse, entre otras, las sentencias T-297 de 1997, M.P. Antonio Barrera Carbonell, T-449 de 1998, M.P. Alfredo Beltrán Sierra y T-300 de 2004, M.P. Eduardo Montealegre Lynett. 


� Sentencia T-903 de 2014. 
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